	


 
SALA DE CASACIÓN SOCIAL
Ponencia del Magistrado ALFONSO VALBUENA CORDERO
 

En el juicio por cobro de diferencia de prestaciones sociales, que sigue el ciudadano EDGAR ENRIQUE CONTRERAS LUZARDO, representado judicialmente por los abogados Osmundo Lockibi y Seilán Lockibi, contra la empresa MANUFACTURAS MÚLTIPLES S.A. (MAMUSA), representada judicialmente por la abogada Martha Chávez; el Juzgado Superior Segundo en lo Civil, Mercantil, del Tránsito, del Trabajo y de Menores de la Circunscripción Judicial del Estado Carabobo, con sede en Valencia, conociendo en apelación, dictó sentencia el 01 de abril del año 2002, mediante la cual declaró la reposición de la causa al estado de la citación de la parte demandada y declaró la nulidad del fallo del Juzgado Segundo de Primera Instancia del Trabajo de esa misma Circunscripción Judicial, que declaró con lugar la demanda.
 

Contra este fallo de alzada, el abogado Ceilán Lockibi, apoderado judicial de la parte actora anunció recurso de casación, el cual una vez admitido, fue oportunamente formalizado. Hubo impugnación. 
 

Recibido el expediente en esta Sala de Casación Social se dio cuenta del asunto en fecha 28 de mayo del año 2002, correspondiendo la ponencia al Magistrado ALFONSO VALBUENA CORDERO, quien con tal carácter suscribe el presente fallo.
 
Concluida la sustanciación del presente recurso de casación y siendo la oportunidad legal para ello, pasa esta Sala a decidirlo, previa las siguientes consideraciones:
 
CASACIÓN DE OFICIO
 

En ejercicio de la facultad que confiere el artículo 320 del Código de Procedimiento Civil a este Supremo Tribunal, de casar de oficio el fallo recurrido con base a las infracciones de orden público y constitucionales que encontrare, aún cuando no hubiesen sido denunciadas por el formalizante, o aún habiéndolo sido, no sea correcta la técnica empleada para su delación, en el caso sub-examine la Sala observa:
 
En el presente juicio, el Juzgado Superior declaró procedente la solicitud del defensor ad-litem referente a la reposición de la causa al estado de la citación de la demandada en la persona de su representante legal, declarando la nulidad de todas las actuaciones del juicio, desde el 7 de julio de 1999, fecha en la cual el alguacil del Tribunal de primera instancia gestionó la citación del representante del patrono. 
 

Ahora bien, la parte actora en su libelo de demanda, solicitó la citación de la empresa demandada, en la persona de su representante legal, ciudadano José Manuel González García. En fecha 09 de julio de 1999, compareció el alguacil del tribunal de la causa, consignando compulsa y boleta de citación librada al ciudadano antes mencionado, en virtud de la imposibilidad de practicar la citación personal, por haber sido informado que no se encontraba en la sede de la empresa. Posteriormente, el tribunal ordenó el emplazamiento por carteles a la parte demandada, en la persona de su representante legal, ciudadano Manuel González García, de conformidad con lo dispuesto en el segundo aparte del artículo 50 de la Ley Orgánica de Tribunales y Procedimiento del Trabajo. En tal sentido, el alguacil dejó constancia de la fijación del cartel librado tanto en la sede de la empresa como en la sede del tribunal. En fecha 24 de noviembre de 1999, vencido como se encontraba el lapso de comparecencia para que la parte demandada se diera por citada, el tribunal de la causa, nombró defensor ad-litem, y en fecha 19 de septiembre del año 2001, dictó sentencia declarando con lugar la demanda.
 
Por su parte, el Juzgado Superior, como ya se señaló, en la oportunidad de dictar sentencia, estableció textualmente lo siguiente: 
 
“Han sido remitidas a esta instancia las presentes actuaciones con motivo de la apelación ejercida por la defensora ad-litem designada para la demandada, en contra de la sentencia dictada por la primera instancia, donde se declara con lugar la demanda incoada.
 
En la oportunidad de la presentación de informes ante esta superioridad, la representación de la demandada alega como punto previo la reposición de la causa al estado de citación del demandado, toda vez que la citación del demandado fue ordenado en el auto de admisión de la demanda en la persona de su representante legal y no la citación del patrono, anunciando dicha representación de la demandada la existencia de una causal de invalidación por la falta de citación del demandado, o el error o fraude cometido en la citación para la contestación.
 
 
Dicha representación fundamenta su solicitud en el hecho de que la persona sobre la cual se solicita la citación no es un representante del demandado conforme a sus estatutos sociales, y así pretende demostrarlo con instrumentos aportados durante la secuela del proceso, cuando señala que el ciudadano JOSÉ MANUEL GONZÁLEZ GARCÍA fue llamado como representante legal de la demandada, y dicha representación de acuerdo a los estatutos sociales recae en la persona del ciudadano RAFAEL GONZÁLEZ YANES, quien ostenta el cargo de Presidente de la compañía demandada, estando este facultado para representar a la Empresa accionada.
 
En este sentido observa quien decide, que la defensora de oficio, ya había anunciado tal situación cuando alega la cuestión previa de ilegitimidad de la persona del citado, la cual fue declarada improcedente por la juzgadora de la primera instancia, con el fundamento de que la defensora ad-litem no podía alegar tal defensa, sino que ello correspondía en todo caso al propio citado o al demandado.
 
Ahora bien, en la demanda presentada se solicita la citación del demandado en la persona del ciudadano JOSÉ MANUEL GONZÁLEZ GARCÍA, en su condición de Representante de la demandada, y así fue acordado por el sustanciador en el auto que ordena la comparecencia del demandado. 
 
En fecha 23 de abril de 1999, el Alguacil del Tribunal de Primera Instancia manifiesta que fue imposible practicar la citación de la demandada en la persona del representante señalado por el accionante.
 
Posteriormente se ordena la citación cartelaria de la demandada siempre a la persona del representante señalado por el demandante en su escrito de demanda, y como quiera que no compareció a darse por citado, el proceso siguió su curso con la persona de una defensora de oficio designada para representar los derechos e intereses de la demandada.
 
 
El artículo 50 de la Ley Orgánica de Tribunales y Procedimiento del Trabajo establece la forma en como debe realizarse la citación personal del demandado en esta materia especial, y precisamente cuando el actor en su demanda solicita la citación del representante legal del ente demandado, debe entenderse que la persona mencionada es un representante de acuerdo a los estatutos sociales de la empresa.
 
Distinto es el caso de la citación contenida en el artículo 52 de la Ley Orgánica del Trabajo, la cual está dirigida a citar al patrono en la persona de su representante a la luz del contenido del artículo 50 de la Ley Orgánica del Trabajo, donde se establece una especial representación en materia laboral y la rodea de especiales características, señalando la misma ley en su artículo 51 quienes ostentan tal carácter, debiendo ser entendida tal representación a los fines derivados de la relación laboral que vincula a las partes, es decir contrato de personal, aumentos de sueldos, traslados, ordenes e instrucciones, despidos y otros.
 
En este caso cuando la citación del patrono recaiga en la persona de su representante conforme al mencionado artículo 50 ejusdem, debe siempre cumplirse con la formalidad de notificar al patrono tal y como lo desarrolla el artículo 52 de la Ley Orgánica del Trabajo, siendo menester destacar que no le está permitido al citado, proceder en representación del demandado y gestionar los actos del proceso, salvo que tenga mandato expreso, ello en aras del derecho a la defensa, razones por las cuales en la citación especial estipulada en el artículo 52 de la Ley Orgánica del Trabajo, se prevé como formalidad necesaria y esencial, la notificación del patrono, para que éste acuda al juicio y esgrima sus argumentos de defensas.
 
El señalado artículo 52 de la Ley Orgánica del Trabajo, establece claramente que el cartel de notificación, debe ser fijado en la puerta de la sede de la empresa y se entregue una copia del mismo al patrono, o se consigne en su secretaría o en su oficina receptora de correspondencia si la hubiere.
 
En el caso de autos, nos encontramos con la modalidad de la citación dirigida al representante del ente mercantil demandado conforme a sus estatutos sociales, debiendo en consecuencia traerse a colación el contenido del artículo 138 del Código de Procedimiento Civil, norma supletoria en materia laboral.

 

El artículo 138 del Código de Procedimiento Civil dispone: 
 
“Las personas jurídicas estarán en juicio por medio de sus representantes según la ley, sus estatutos o sus contratos. Si fueren varias las personas investidas de su representación en juicio, la citación se podrá hacer en la persona de cualquiera de ellas “.
 
De los instrumentos aportados por la defensora ad-litem designada en la oportunidad de la incidencia surgida con motivo de la cuestión previa promovida, y los cuales reproduce en el periodo probatorio ante esta instancia, y que rielan a los folios del 40 al 60 de autos, instrumentos éstos que son apreciados por este sentenciador a tenor de lo previsto en el artículo 429 del Código de Procedimiento Civil, considerando dichas copias como fidedignas al no haber sido impugnados por la parte actora.
 
De tales instrumentos se constata que la representación de la compañía se encuentra en poder de una Junta Directiva conformada por un presidente, tres vicepresidentes y cuatro directores accionistas o no, observando este juzgador que el ciudadano MANUEL GONZÁLEZ GARCÍA ostentaba el carácter de Director de la demandada, según designación correspondiente al periodo del 14 de enero de 1987 al 15 de enero de 1992; y en el artículo 20 de los estatutos sociales, se indica que el Presidente de la compañía es el órgano ejecutivo de la Junta Directiva y, entre sus facultades se encuentra la de representar a la empresa ante toda clase de personas jurídicas o naturales, públicas o privadas, así como nombrar y constituir en nombre de la compañía apoderados generales o especiales otorgándoles a estos las facultades que estime conveniente.
 
Igualmente se evidencia de los instrumentos bajo análisis que para el mismo periodo antes señalado fue designado como Presidente de la demandada el ciudadano RAFAEL GONZÁLEZ YÁNES.
 
En asamblea extraordinaria de accionistas celebrada por la demandada en fecha 15 de febrero de 1995, se eligió por unanimidad para el periodo del 15 de febrero de 1995 al 15 de febrero de 2000, como miembros de la Junta Directiva de la demandada al ciudadano RAFAEL GONZÁLEZ YANES como Presidente, y al ciudadano JOSÉ MANUEL GONZÁLEZ GARCÍA como Director, entre otras personas, siendo ratificados dichos nombramientos para el periodo comprendido entre el 15 de febrero de 2000 al 15 de febrero de 2005, según asamblea extraordinaria de accionistas celebrada en fecha 27 de enero de 2000, en el seno de la sociedad.
 
Como puede evidenciarse, el ciudadano JOSÉ MANUEL GONZÁLEZ GARCÍA, funge como Director de la demandada y no se encuentra facultado para representar por si sólo a la compañía ante las autoridades judiciales, lo que determina que en todo caso constituye un representante del patrono conforme a lo previsto en el artículo 50 de la Ley Orgánica del Trabajo, siendo menester que se dirija la citación en su persona cuando así fuere solicitado, con una notificación para el patrono, circunstancia que no ha ocurrido en este caso, ya que su citación no se pudo practicar, además de que la parte actora no instó la citación del patrono en la persona de su Presidente, quien sin duda alguna es la persona que representa a la compañía de acuerdo a sus estatutos sociales, por lo que, al pretender gestionarse una citación en una persona distinta al representante se le está cercenando el derecho a la defensa al demandado, no pudiendo ser suplida dicha representación mediante la designación de un defensor ad-litem, sin antes intentarse lograr su citación personal.
 
No obstante lo antes sentado, hay que destacar que es una premisa general, que la representación de las sociedades mercantiles se rigen por las reglas del Código Civil Venezolano y el Código de Comercio, que remiten a los estatutos o contratos de sociedad, siendo menester destacar que el artículo 150 del Código de Procedimiento Civil dispone que en el caso de que las partes gestionen en el proceso civil por medio de apoderados, éstos deben estar facultados con mandato o poder.
 
La citación en juicio del demandado, tiene como fin la de llamarlo para que ejerza su derecho a la defensa y sostenga los argumentos que a bien tenga alegar, en la oportunidad fijada por la ley, no pudiendo ser suplida por la designación de un defensor ad-litem, salvo que se haya agotado todas las gestiones para hacer comparecer al demandado.
 
En razón de lo anterior, nuestro ordenamiento procesal prevé la oportunidad en la cual el demandado debe acudir a ejercer su derecho a la demanda, mediante la contestación a la demanda que le ha sido incoada en su contra.
 
En consecuencia de lo antes señalado y, en aras de garantizar el derecho a la defensa del demandado, necesariamente debe brindarse la oportunidad procesal correspondiente para que el demandado proceda a dar contestación a la demanda, y así mantener la transparencia en el proceso, y permitir a los órganos jurisdiccionales, recibir las informaciones necesarias de cada una de las partes sobre sus alegaciones, para que una vez debatido el proceso, pueda ser dictada una sentencia que conozca sobre el fondo a debatirse en el proceso, y permitir se impere la verdad del conflicto sostenido por los contendientes.
 
En virtud de lo expuesto, se declara procedente la solicitud del defensor ad-litem y se repone la presente causa al estado de la citación de la demanda, en la persona de su representante legal de acuerdo a sus estatutos sociales, para lo cual deberá el Tribunal de la Primera Instancia ordenar la comparecencia de su presidente, salvo que el actor solicite la citación de un representante del patrono conforme a los lineamientos previstos en el artículo 52 de la Ley Orgánica del Trabajo, todo ello a los fines de garantizar el sagrado derecho a la defensa desarrollado en el artículo 49 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela. Así se decide.-“
 
 

Ahora bien, el artículo 50 de la Ley Orgánica de Tribunales y Procedimiento del Trabajo, establece:
 
“El Alguacil encargado de practicar la citación, entregará dentro de tres (3) días la orden de comparecencia expedida por el Tribunal en la forma determinada para cada caso, a la persona o personas demandadas, en la morada de ellas o en el lugar donde las halle, si no las encontrare en aquélla, a menos que estén en el ejercicio de alguna función pública o en el templo y les exigirá recibo que se agregará al expediente, el cual en todo caso, podrá suplirse con la declaración del Alguacil y de un testigo, por lo menos que haya presenciado la entrega, conozca a la persona citada y determine el día, hora y lugar de la citación.
 
Si no pudiere practicarse personalmente la citación del demandado en el término fijado en el párrafo anterior, se procederá a fijar en la morada de éste y en las puertas del Tribunal, sendos carteles de emplazamiento para que el demandado ocurra a darse por citado en el término de tres (3) días contados desde la fijación. Dichos carteles, que contendrán la advertencia de que si no compareciere el demandado se le nombrará defensor con quien se entenderá la citación, serán fijados por el Alguacil, en conformidad con las instrucciones del Secretario del Tribunal, dejándose constancia en el expediente de todas las actuaciones practicadas.”
 

La norma antes transcrita establece la forma en que el Alguacil del Tribunal deberá practicar la citación a la persona o personas demandadas, ya sea de forma personal o mediante la fijación de carteles.
 

A la luz de la norma antes transcrita, observa la Sala que se agotaron todos los trámites para realizar la citación personal de la demandada sin que se lograra efectuar la misma, razón por la cual se agotó la citación por carteles de la forma igualmente prevista en la norma en cuestión, por lo que la parte demandada tuvo la oportunidad de conocer que existía una demanda interpuesta en su contra, aún para el caso de que la citación no fuere dirigida en la persona de su representante legal, no sufriendo en consecuencia, menoscabo alguno a su derecho a la defensa que justificara declarar la reposición de la causa al estado de nueva citación y por consiguiente la nulidad de todas las actuaciones realizadas.
 

Siendo así, la Sala considera que el tribunal superior no actuó ajustado a derecho al reponer la causa al estado de citación de la parte demandada en la persona de su representante legal, ya que como antes se indicó, en el presente caso, independientemente que la citación personal se efectuó en nombre del ciudadano José Manuel González García, el cual no era el representante legal de la empresa accionada, se agotó la citación por carteles de conformidad con lo consagrado en el artículo 50 de la Ley Orgánica de Tribunales y Procedimiento del Trabajo. 
 

Incurre por tanto el sentenciador superior en el vicio de reposición mal decretada, alterando indebidamente el equilibrio procesal que debía garantizar con la infracción de los artículos 206 y 15 del Código de Procedimiento Civil y el artículo 50 de la Ley Orgánica de Tribunales y Procedimiento del Trabajo.
 

En razón de lo antes expuesto, esta Sala de Casación Social casa de oficio la sentencia recurrida, y así se establecerá en el dispositivo del presente fallo.
 
DECISIÓN
 

Por las razones antes expuestas, este Tribunal Supremo de Justicia, en Sala de Casación Social, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, CASA DE OFICIO la sentencia dictada en fecha 01 de abril del año 2002, por el Juzgado Superior Segundo en lo Civil, Mercantil, del Tránsito, del Trabajo y de Menores de la Circunscripción Judicial del Estado Carabobo con sede en Valencia y en consecuencia se declara nulo el fallo recurrido. Por consiguiente, se repone la causa al estado en que el Tribunal Superior que resulte competente, dicte nueva sentencia con sujeción a la doctrina aquí establecida.
 

Publíquese y regístrese. Remítase el expediente al Tribunal Superior de origen antes mencionado, todo de conformidad con lo establecido en el artículo 322 del Código de Procedimiento Civil.
 

Dada,  firmada  y  sellada  en  la  Sala  de  Despacho  de la Sala de Casación Social, del Tribunal Supremo de Justicia en Caracas, a  los  ocho  (08) días  del mes  de octubre de dos mil dos. Años: 192° de la Independencia y 143° de la Federación.-
 
El Presidente de la Sala,
 
 
__________________________
OMAR ALFREDO MORA DÍAZ
 
El Vicepresidente,
 
 
______________________
JUAN RAFAEL PERDOMO
 
 






Magistrado-Ponente,
 
 
                                         ____________________________





ALFONSO VALBUENA CORDERO
 
 
La Secretaria, 
 
 
___________________________
BIRMA I. TREJO DE ROMERO
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